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1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por la ciudadana María Olga Escudero Suaza en contra de la la Caja General de la Policía Nacional CAGEN, por la presunta violación de sus derechos fundamentales a la integridad personal, la vida y la salud.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. La señora María Olga Escudero Suaza indicó los siguientes hechos:

i) Señaló que se encuentra vinculada  a CAGEN en salud como pensionada por la muerte de su hijo Jeison Alexander Isaza Escudero.

ii) Desde hace varios años presenta una hernia inguinal en el lado derecho, la cual ha aumentado de tamaño y le produce mucho dolor, lo que le impide laborar y llevar una vida normal para lo cual su médico tratante le ordenó una cirugía, pero hasta ahora no se la han podido practicar por varios inconvenientes que se han presentado con la clínica Avellana de Dosquebradas.

iii) Indicó que en varias ocasiones la han programado para la intervención quirúrgica, pero le han hecho perder la autorización de las órdenes médicas con la excusa de que se encuentran haciendo reestructuraciones.

2.2. Por lo anterior, la accionante solicitó: i) que se ordene a CAGEN que autorice inmediatamente se le practique la cirugía de hernia inguinal; ii) que si la cirugía no la pueden realizar en la clínica Avellana de Dosquebradas, le indiquen dónde se llevará a cabo la misma y si es por fuera de la ciudad, le autoricen los viáticos, transporte y estadía para ella y un acompañante; iii) que se autorice un tratamiento integral que cubra hospitalizaciones, cirugías, medicamentos, radiografías, exámenes, terapias, insumos, traslados, etc., y todo lo que se requiere, sin que deba estar presentando tutelas  y iv) que se vincule a cualquier entidad que tenga que ver con el caso.

Así mismo, solicitó que se disponga como medida provisional que se ordene a la entidad accionada que de manera inmediata, programe la cirugía de hernia inguinal y  el procedimiento que requiere con urgencia, pues no soporta el dolor que padece.

2.3. Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) orden de servicio con fecha del 13 de octubre de 2015 para  el procedimiento herniorrafia inguinal para la clínica Avellana de Dosquebradas; ii) historia clínica de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional; iii) formato de consentimiento informado para cirugía general de la E.S.E. Hospital Santa Mónica; iv) factura expedida por la ESE Hospital Santa Mónica de Dosquebradas; v) carné expedido por CAGEN de la Policía Nacional y vi) cédula de ciudadanía (folios 4-11).

2.4. Mediante auto del 27 de abril de 2016 se avocó el conocimiento de la presente actuación, se ordenó correr traslado a la entidad accionada y se dispuso vincular a las Direcciones de Sanidad Seccional de Risaralda y Nacional de la Policía Nacional, a la ESE 
Hospital Santa Mónica y a la Cínica Avellana, ambas de Dosquebradas. Igualmente, se decretó la medida provisional solicitada por la actora con el fin de que fuera intervenida quirúrgicamente, de acuerdo a las consideraciones expuestas en la decisión (Fls. 14-18)
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA 
3.1. E.S.E. HOSPITAL SANTA MÓNICA DE DOSQUEBRADAS

Su gerente informó que esa ESE es una entidad prestadora de servicios de salud del orden departamental,  de I y II niveles de atención ambulatorio y de mediana complejidad. En el presente caso, se le ha brindado a la accionante toda lo que ha requerido dentro de sus competencias y prueba de ello es la consulta pre anestésica que tuvo la misma el 25 de octubre de 2016 (sic), pero aún no ha allegado a esa dependencia la autorización para la realización del procedimiento que requiere y sin ese documento no será posible programarlo.

Indicó que con el fin de dar cumplimiento a la medida provisional, el doctor Diego Fernando Rivas Narváez, médico coordinador general de la ESE, llamó a la accionante con el fin de verificar a cuál funcionario le entregó la orden de servicio y la misma manifestó que ella había sido valorada en otra institución por un profesional que no labora para el hospital, el doctor Dr. Cajiao y que no había traído la historia clínica.

Así mismo, la orden de servicios que reposa en el trámite de la acción de tutela no fue entregada en la ESE Hospital Santa Mónica – Clínica Avellana por la accionante, por lo tanto, no existe responsabilidad alguna en la no realización del procedimiento a la actora, ya que no tenían conocimiento de la orden de servicios entregado a la señora Escudero.

Finalmente, indicó que en la actualidad la ESE no cuenta con contrato con la Dirección de Sanidad de la Policía, por lo tanto, no podrán adelantar ningún trámite para la realización de la cirugía a la actora.
Solicitó que se declare improcedente la presente acción de tutela, toda vez que no se están vulnerando derechos fundamentales a la peticionaria.  (Fls. 29-31)
3.2. DIRECCIÓN DE SANIDAD SECCIONAL RISARALDA

Su Jefe indicó que a la señora Escudero Suaza no se le ha negado servicio médico alguno, además, precisó que en las instalaciones de la entidad sólo se manejan servicios de primer nivel ambulatorio por lo que se tiene la necesidad y la facultad legal de contratar los demás servicios en salud con diferentes entidades de segundo nivel y complejidad como la Clínica Avellana, Liga contra el Cáncer, de tercer y cuarto nivel con la Clínica Comfamiliar, de acuerdo a los parámetros exigidos en la ley.

Informó que con el ánimo de salvaguardar los derechos fundamentales de la accionante, la oficina encargada procedió de manera inmediata a expedir una resolución de urgencias y coordinar lo pertinente para que la paciente sea programada de manera prioritaria en la Clínica Avellana con la cual se tiene contratado el servicio.  Por tal razón, los hechos que motivaron la acción de tutela se encuentran superados.  En tal sentido, no se vulneraron los derechos invocados por la actora.  (Folio 35)

3.3.  SECRETARÍA GENERAL DE LA POLICÍA NACIONAL 

La Jefe del Área de Prestaciones Sociales informó que si bien a la actora se le reconoció la presión de sobrevivientes por la muerte del señor Jeison Alexander Isaza Escudero,  esa entidad no está legitimada por pasiva para absolver las pretensiones de la señora Escudero Suaza, siendo la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional la competente para pronunciarse al respecto.

Por lo anterior, indicó que se trasladó la demanda a la mencionada Dirección y en tal virtud, solicitó que se declare improcedente la acción de tutela en contra de CAGEN.  (Fls. 36 y 37)

3.4. La Dirección de Sanidad de la Policía Nacional ni la Clínica Avellana se pronunciaron con respecto a la demanda de tutela.

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 Problema jurídico y solución al caso en concreto
4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas y vinculadas han vulnerado los derechos fundamentales a la seguridad social, la salud y a la vida digna de la señora María Olga Escudero Suaza, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.3.2. Sea lo primero reiterar que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.4. De las pruebas arrimadas al expediente se observa que la señora María Olga Escudero Suaza le fue ordenado el procedimiento herniorrafia inguinal por el médico Gustavo Cajiao de la Seccional de Sanidad de Risaralda de la Policía Nacional, según prescripción del 13 de octubre de 2015  para ser realizada en la Clínica Avellana de Dosquebradas (folio 4).  Así  mismo, obra un formato de consentimiento informado para cirugía general “herniorrafia inguinal” de la E.S.E. Hospital Santa Mónica del 30/12/2013 (folio 6), lo que significa que desde el año 2013 la accionante viene esperando a que se practique dicha intervención quirúrgica, pues su patología le ha causado molestias y dolores que la llevaron a solicitar la intervención del juez constitucional con el fin de que las entidades demandadas y vinculadas dejaran de prolongar más su angustia y cesaran de vulnerar sus derechos fundamentales a la vida, la integridad personal y la salud. 
4.5. En lo que tiene que ver con el derecho a la salud, éste tiene la connotación de fundamental que debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-760 de 2008, en la que concluyó que la salud es un derecho fundamental autónomo:

 “(…) 3.2.1.3. Así pues, considerando que son fundamentales (i) aquellos derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”, la Corte señaló en la sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen el derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque de constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios específicos a los que las personas tienen derecho. Concretamente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el acceso a un servicio de salud que se requiera, contemplado en los planes obligatorios, es derecho fundamental autónomo. En tal medida, la negación de los servicios de salud contemplados en el POS es una violación del derecho fundamental a la salud, por tanto, se trata de una prestación claramente exigible y justiciable mediante acción de tutela. La jurisprudencia ha señalado que la calidad de fundamental de un derecho no depende de la vía procesal mediante la cual éste se hace efectivo.” (Subrayas nuestras).

Y en otro aparte de la misma sentencia T-760 de 2008, se dispuso:

“Así pues, la jurisprudencia constitucional ha dejado de decir que tutela el derecho a la salud ‘en conexidad con el derecho a la vida y a la integridad personal’, para pasar a proteger el derecho ‘fundamental autónomo a la salud’. Para la jurisprudencia constitucional “(…) no brindar los medica​men​tos previstos en cualquiera de los planes obligatorios de salud, o no permitir la realización de las cirugías amparadas por el plan, constituye una vulneración al derecho fundamental a la salud.” La Corte también había considerado explícitamente que el derecho a la salud es fundamental y tutelable, en aquellos casos en los que la persona que requiere el servicio de salud es un sujeto de especial protección constitucional. Así lo ha considerado la jurisprudencia, por ejemplo, con relación a las personas de la tercera edad.” 

4.6.  Frente al régimen especial de Seguridad Social en Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Corte Constitucional en la Sentencia T-210 de 2013, reiteró lo siguiente:

“La Ley 100 de 1993, en su artículo 279, consagró distintos regímenes especiales de seguridad social, los cuales están excluidos del Sistema General en Salud, como son los relativos a los miembros de la Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de Ecopetrol y de las empresas en concordato preventivo y obligatorio mientras dure el proceso concursal
.

Bajo ese entendido, se tiene que las Fuerzas Militares y la Policía Nacional forman parte de los regímenes especiales de salud y, acerca de dichos regímenes la Corte Constitucional ha sostenido que:

“[t]ales regímenes consagran derechos adquiridos por los mencionados sectores laborales, gracias a reivindicaciones colectivas que fueron defendidas por sus voceros ante el Congreso de la República, justamente, para que no fueran desconocidas por el sistema general de pensiones y salud” 
.

Sobre esta materia la Corte también ha precisado lo siguiente:

 “(…) El legislador pretendió al establecer los regímenes de excepciones al régimen general de la Ley 100 de 1993: (i) que los derechos en salud contengan beneficios y condiciones superiores a los que rigen para los demás afiliados al Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la dicha ley y, a su vez, (ii) en ningún caso, consagren un tratamiento discriminatorio o menos favorable al que se otorga a los afiliados al sistema integral general
”. 

Concretamente, respecto del Régimen Especial de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Ley 352 de 1997 “Por la cual se reestructura el Sistema de Salud y se dictan otras disposiciones en materia de Seguridad Social para las Fuerzas Militares y la Policía Nacional”, define la sanidad como un servicio público esencial orientado a dar respuesta a las necesidades del personal activo, retirado, pensionado y beneficiario
. El Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía se inspira en principios orientadores
, entre los cuales se encuentra el de universalidad, que es la garantía de la protección para todas las personas, sin ninguna discriminación, en todas las etapas de la vida y la protección integral a sus afiliados y beneficiarios en sus fases de educación, información y fomento de la salud, prevención, protección, diagnóstico, recuperación, rehabilitación, en los términos y condiciones que establece el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial. De igual manera, deben realizar actividades que en materia de salud requieran las Fuerzas Militares y la Policía Nacional para el cumplimiento de su misión.

Por su parte, el Decreto Ley 1795 de 2000, en virtud del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional dispuso que el objeto de tal sistema es prestar el servicio de sanidad inherente a las operaciones militares y del servicio policial como parte de su logística militar, así como brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios
.“ (Subrayas propias)
4.7. Teniendo en cuenta que la señora María Olga Escudero Suaza es una mujer de 62 años de edad
, la Constitución Política señala expresamente en su artículo 13, el deber del Estado de implementar medidas encaminadas a garantizar la efectividad del derecho a la igualdad material y la Corte Constitucional ha considerado a las personas de la tercera edad como un grupo merecedor de una protección especial y reforzada, teniendo en cuenta sus condiciones de debilidad manifiesta, las cuales se encuentran vinculadas a su avanzada edad. Al respecto, dicho Tribunal en la Sentencia T-180 de 2013 manifestó, lo siguiente:


“Los adultos mayores necesitan una protección preferente en vista de las especiales condiciones en que se encuentran y es por ello que el Estado tiene el deber de garantizar los servicios de seguridad social integral a estos, dentro de los cuales se encuentra la atención en salud.

La atención en salud de personas de la tercera edad se hace relevante en el entendido en que es precisamente a ellos a quienes debe procurarse un urgente cuidado médico en razón de las dolencias que son connaturales a la etapa del desarrollo en que se encuentran
.

En consecuencia, le corresponde al Estado garantizar los servicios de seguridad social integral, y por ende el servicio de salud a los adultos mayores, dada la condición de sujetos de especial protección, por lo tanto, la acción de tutela resulta el instrumento idóneo para materializar el derecho a la salud de dichas personas.

Esta Corporación ha reiterado que el derecho a la vida no se limita a la existencia biológica de la persona, sino que se extiende a la posibilidad de recuperar y mejorar las condiciones de salud, cuando éstas afectan la calidad de vida del enfermo
. En ese sentido, la Sentencia T-760 de 2008
, expresa que en relación con las personas de la tercera edad, teniendo en cuenta las características especiales de este grupo poblacional, la protección del derecho fundamental a la salud adquiere una relevancia trascendental.”  (Subrayas nuestras)

4.8. Tratándose la actora de una persona de especial protección por parte del Estado, no basta con que exista una prescripción médica por parte de un profesional adscrito a la Dirección de Sanidad de Risaralda desde el 13 de octubre de 2015, ya que esa entidad no ha cumplido cabalmente con sus obligaciones, sin que obre prueba alguna que justifique la demora para la realización de la cirugía de herniorrafia inguinal a la señora Escudero Suaza, lo que le genera dolores y molestias, defraudando su expectativa para el alivio a sus padecimientos físicos, por el entorpecimiento de un trámite interno administrativo y económico por parte de la entidad prestadora de salud, constituyéndose en una barrera para acceder a los servicios demandados, lo que demuestra la indolencia y negligencia por parte de la Dirección de Sanidad de Risaralda de la Policía Nacional para ejecutar sus deberes y compromisos, fundamento esencial del Sistema General de Seguridad Social en Salud, motivos que llevan a concluir que los derechos fundamentales de la señora Escudero Suaza deben ser amparados. 
4.9. Aunado a lo anterior, existe constancia de la auxiliar de Magistrado que da cuenta que la señora María Olga Escudero Suaza aún no le han fijado fecha y hora para la intervención quirúrgica reclamada por esta vía (folio 38). Por lo tanto y en aras a que se remuevan las barreras y obstáculos que impiden a la señora Escudero Suaza  acceder, oportuna y eficazmente a los servicios de salud que requiere con necesidad, adoptará como definitiva la medida provisional decretada el pasado 27 de abril y ordenará  a la Dirección de Sanidad de Risaralda  y a la Dirección de Sanidad Nacional de la Policía que de manera conjunta y dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo, autoricen y realicen a la señora María Olga Escudero Suaza la cirugía herniorrafia inguinal en un centro médico con el que tengan convenio.  Así mismo, se le prestará la atención integral que requiera y que tenga que ver con la intervención quirúrgica mencionada, bajo las prescripciones que sus médicos tratantes indiquen, lo cual se hará sin dilación, ni demoras, ni trámites administrativos que lo obliguen a estar interponiendo acciones de tutela para su atención en salud.

4.10.  Así mismo, se debe recalcar que en el presente caso, la atención en salud que debe recibir la señora María Olga Escudero Suaza  será integral con el fin de que la intervención quirúrgica que se ha dilatado desde el año 2013 se haga de manera completa y eficaz, y para que la misma mejore su salud y lleve una vida  en condiciones dignas. Al respecto, en Sentencia T-576 de 2008 se precisó el contenido de este principio, así:
 
"Sobre este extremo, la Corte ha enfatizado el papel que desempeña el principio de integridad o de integralidad y ha destacado, especialmente, la forma como este principio ha sido delineado por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales del mismo modo que por las regulaciones en materia de salud y por la jurisprudencia constitucional colombiana. 
En concordancia con ello, la Corte Constitucional ha manifestado en múltiples ocasiones que la atención en salud debe ser integral y por ello, comprende todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes de diagnóstico y seguimiento de los trxzatamientos iniciados así como todo otro componente que los médicos valoren como necesario para el restablecimiento de la salud del paciente”. 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,
FALLA

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales invocados por la señora María Olga Escudero Suaza. 

SEGUDO: ORDENAR a la Dirección de Sanidad de Risaralda  y a la Dirección de Sanidad Nacional de la Policía Nacional que de manera conjunta, en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, realicen los trámites administrativos tendientes a que se programe la fecha y hora para la realización del procedimiento quirúrgico denominado herniorrafia inguinal a la señora María Olga Escudero Suaza.  Así mismo, la Direcciones mencionadas se encargarán de prestar la atención integral que requiera la señora María Olga Escudero Suaza y que tenga que ver con la cirugía referida, bajo las prescripciones que sus médicos tratantes indiquen, lo cual se hará sin dilación, ni demoras, ni trámites administrativos que la obliguen a estar interponiendo acciones de tutela para su atención en salud con respecto a la patología referida en esa acción constitucional.

TERCERO: ORDENAR a la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda que informe a esta Sala el día y la hora en que se llevará a cabo la cirugía herniorrafia inguinal a la señora María Olga Escudero Suaza.

CUARTO: DESVINCULAR del presente trámite a la entidad CAGEN y a la ESE Hospital Santa Mónica de Dosquebradas, Risaralda.
QUINTO: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARIA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria
� Artículo 279 de la Ley 100 de 1993: Excepciones: “El sistema integral de seguridad social contenido en la presente ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido pro el Decreto Ley 1214 de 1990, con excepción de aquél que se vincule a partir de la vigencia de la presente ley, ni a los miembros no remunerados de las corporaciones públicas”. 


� Sentencia T-348 de 1997. 


� Sentencia T-594 de 2006.


� Artículo 3° de la Ley 352 de 1997.


� Artículo 4° Ibídem.


� Artículo 5 del Decreto – ley 1795 de 2000.


� Fecha de nacimiento 17 de marzo de 1954, según su cédula de ciudadanía, folio 11


� Sentencia T-540 de 2002. MP. Clara Inés Vargas Hernández.


� Sentencia T-096 de 1999. M.P. Alfredo Beltrán Sierra.


� Sentencia T-760 de 2008. M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.
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